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DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTOS 
DGT: 09-04-2026 
N.º CONSULTA VINCULANTE: V0792/2026 

 

SUMARIO: 

IIVTNU. Valor de transmisión. Valor de referencia del Catastro. Improcedencia de su aplicación 

automática como valor de transmisión. El valor de referencia del Catastro no puede sustituir 

automáticamente al valor de transmisión consignado en el título que documenta la operación, ni siquiera 

cuando sea superior al precio pactado. Si el Ayuntamiento considera que el valor declarado no refleja el 

valor de mercado, deberá ejercer sus facultades de comprobación mediante el correspondiente 

procedimiento, debidamente motivado, pudiendo utilizar el valor de referencia como uno de los medios de 

comprobación previstos en la LGT. En consecuencia, el valor de referencia carece de eficacia automática 

como valor de transmisión en este impuesto y solo puede prevalecer sobre el declarado cuando así resulte 

de una comprobación administrativa ajustada a Derecho. 

 

              Descripción sucinta de los hechos:  

El consultante va a transmitir un bien inmueble mediante compraventa por un precio cierto y pactado. El 
precio de la transmisión será inferior al valor de referencia fijado por la Dirección General del Catastro. 

El valor de adquisición del inmueble es superior al precio pactado en la compraventa, pero inferior al valor 
de referencia fijado por el Catastro Inmobiliario. 

En relación con la posible aplicación del supuesto de no sujeción previsto en el artículo 104.5 del TRLRHL, 
el Ayuntamiento competente considera como valor de transmisión el valor de referencia fijado por el 
Catastro Inmobiliario, y no el precio pactado en la compraventa, sin incoar un procedimiento de 
comprobación de valores 

 

Cuestión planteada:  

Se plantea si se puede utilizar el valor de referencia del Catastro Inmobiliario como valor de transmisión del 
inmueble, sustituyendo al precio pactado en la compraventa, y en su caso, si la Administración competente 
tiene que incoar un procedimiento de comprobación de valores para determinar el valor de la transmisión. 

Además, se plantea si el valor de transmisión determinado por el Ayuntamiento vincula a otros impuestos y 
a otras administraciones tributarias. 

 

Contestación:  

El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU) se regula 

actualmente en los artículos 104 a 110 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 

(TRLRHL) aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

El artículo 104 del TRLRHL regula en su apartado 1 la naturaleza y el hecho imponible del impuesto, 

estableciendo: 

“1. El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es un tributo directo 

que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y se ponga de manifiesto a 

consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos por cualquier título o de la constitución o 

transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos.”. 

El apartado 5 del artículo 104 del TRLRHL, introducido por el Real Decreto-Ley 26/2021, de 8 de 

noviembre, por el que se adapta el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, a la reciente jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional respecto del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
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(BOE de 9 de noviembre), y que entró en vigor el 10 de noviembre de 2021, regula un nuevo supuesto de 

no sujeción al impuesto, estableciendo: 

“5. No se producirá la sujeción al impuesto en las transmisiones de terrenos respecto de los cuales se 

constate la inexistencia de incremento de valor por diferencia entre los valores de dichos terrenos en las 

fechas de transmisión y adquisición. 

Para ello, el interesado en acreditar la inexistencia de incremento de valor deberá declarar la transmisión, 

así como aportar los títulos que documenten la transmisión y la adquisición, entendiéndose por interesados, 

a estos efectos, las personas o entidades a que se refiere el artículo 106. 

Para constatar la inexistencia de incremento de valor, como valor de transmisión o de adquisición del 

terreno se tomará en cada caso el mayor de los siguientes valores, sin que a estos efectos puedan 

computarse los gastos o tributos que graven dichas operaciones: el que conste en el título que documente 

la operación o el comprobado, en su caso, por la Administración tributaria. 

Cuando se trate de la transmisión de un inmueble en el que haya suelo y construcción, se tomará como 

valor del suelo a estos efectos el que resulte de aplicar la proporción que represente en la fecha de devengo 

del impuesto el valor catastral del terreno respecto del valor catastral total y esta proporción se aplicará 

tanto al valor de transmisión como, en su caso, al de adquisición. 

Si la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo se aplicarán las reglas de los párrafos 

anteriores tomando, en su caso, por el primero de los dos valores a comparar señalados anteriormente, el 

declarado en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

En la posterior transmisión de los inmuebles a los que se refiere este apartado, para el cómputo del número 

de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor de los terrenos, no se 

tendrá en cuenta el periodo anterior a su adquisición. Lo dispuesto en este párrafo no será de aplicación 

en los supuestos de aportaciones o transmisiones de bienes inmuebles que resulten no sujetas en virtud 

de lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo o en la disposición adicional segunda de la Ley 27/2014, 

de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.”. 

Asimismo, el Real Decreto-Ley 26/2021 modificó el artículo 107 del TRLRHL, que regula la determinación 

de la base imponible del impuesto, que quedó redactado en los siguientes términos: 

“1. La base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del valor de los terrenos puesto 

de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un periodo máximo de veinte años, 

y se determinará, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo, multiplicando el valor del 

terreno en el momento del devengo calculado conforme a lo establecido en sus apartados 2 y 3, por el 

coeficiente que corresponda al periodo de generación conforme a lo previsto en su apartado 4. 

2. El valor del terreno en el momento del devengo resultará de lo establecido en las siguientes reglas: 

a) En las transmisiones de terrenos, el valor de estos en el momento del devengo será el que tengan 

determinado en dicho momento a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

No obstante, cuando dicho valor sea consecuencia de una ponencia de valores que no refleje 

modificaciones de planeamiento aprobadas con posterioridad a la aprobación de la citada ponencia, se 

podrá liquidar provisionalmente este impuesto con arreglo a aquel. En estos casos, en la liquidación 

definitiva se aplicará el valor de los terrenos una vez se haya obtenido conforme a los procedimientos de 

valoración colectiva que se instruyan, referido a la fecha del devengo. Cuando esta fecha no coincida con 

la de efectividad de los nuevos valores catastrales, estos se corregirán aplicando los coeficientes de 

actualización que correspondan, establecidos al efecto en las leyes de presupuestos generales del Estado. 

Cuando el terreno, aun siendo de naturaleza urbana o integrado en un bien inmueble de características 

especiales, en el momento del devengo del impuesto, no tenga determinado valor catastral en dicho 
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momento, el ayuntamiento podrá practicar la liquidación cuando el referido valor catastral sea determinado, 

refiriendo dicho valor al momento del devengo. 

Los ayuntamientos podrán establecer en la ordenanza fiscal un coeficiente reductor sobre el valor señalado 

en los párrafos anteriores que pondere su grado de actualización, con el máximo del 15 por ciento. 

b) (…). 

5. Cuando, a instancia del sujeto pasivo, conforme al procedimiento establecido en el artículo 104.5, se 

constate que el importe del incremento de valor es inferior al importe de la base imponible determinada con 

arreglo a lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo, se tomará como base imponible el 

importe de dicho incremento de valor.”. 

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 104.5 y 107.5 del TRLRHL, como valor de transmisión se 

tomará el valor que conste en el título que documente tal transmisión, salvo que por parte de la 

Administración tributaria se determine, previa comprobación, un valor diferente. 

A diferencia de la normativa reguladora del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD) o el Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPyAJD), el TRLRHL, a efectos de 

la aplicación de la no sujeción al IIVTNU regulada en el artículo 104.5 o de la determinación de la base 

imponible del impuesto, no establece que el valor de referencia determinado por el Catastro Inmobiliario 

sea el valor de transmisión del terreno. 

Así, el artículo 9 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que 

regula la base imponible del impuesto, establece: 

“1. Constituye la base imponible del impuesto: 

a) En las transmisiones «mortis causa», el valor neto de la adquisición individual de cada causahabiente, 

entendiéndose como tal el valor de los bienes y derechos minorado por las cargas y deudas que fueren 

deducibles. 

b) En las donaciones y demás transmisiones lucrativas ''inter vivos'' equiparables, el valor neto de los 

bienes y derechos adquiridos, entendiéndose como tal el valor de los bienes y derechos minorado por las 

cargas y deudas que fueren deducibles. 

c) En los seguros sobre la vida, las cantidades percibidas por el beneficiario. Las cantidades percibidas por 

razón de seguros sobre la vida se liquidarán acumulando su importe al del resto de los bienes y derechos 

que integran la porción hereditaria del beneficiario cuando el causante sea, a su vez, el contratante del 

seguro individual o el asegurado en el seguro colectivo. 

2. A efectos de este impuesto, salvo que resulte de aplicación alguna de las reglas contenidas en los 

siguientes apartados de este artículo o en los artículos siguientes, se considerará valor de los bienes y 

derechos su valor de mercado. No obstante, si el valor declarado por los interesados es superior al valor 

de mercado, esa magnitud se tomará como base imponible. 

Se entenderá por valor de mercado el precio más probable por el cual podría venderse, entre partes 

independientes, un bien libre de cargas. 

3. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el valor de referencia previsto en la normativa 

reguladora del catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del impuesto. 

No obstante, si el valor del bien inmueble declarado por los interesados es superior a su valor de referencia, 

se tomará aquel como base imponible. 
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Cuando no exista valor de referencia o este no pueda ser certificado por la Dirección General del Catastro, 

la base imponible, sin perjuicio de la comprobación administrativa, será la mayor de las siguientes 

magnitudes: el valor declarado por los interesados o el valor de mercado. 

4. El valor de referencia solo se podrá impugnar cuando se recurra la liquidación que en su caso realice la 

Administración Tributaria o con ocasión de la solicitud de rectificación de la autoliquidación, conforme a los 

procedimientos regulados en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

Cuando los obligados tributarios consideren que la determinación del valor de referencia ha perjudicado 

sus intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación de la autoliquidación impugnando dicho valor de 

referencia. 

5. Cuando los obligados tributarios soliciten una rectificación de autoliquidación por estimar que la 

determinación del valor de referencia perjudica a sus intereses legítimos o cuando interpongan un recurso 

de reposición contra la liquidación que en su caso se le practique, impugnando dicho valor de referencia, 

la Administración Tributaria resolverá previo informe preceptivo y vinculante de la Dirección General del 

Catastro, que ratifique o corrija el citado valor, a la vista de la documentación aportada. 

La Dirección General del Catastro emitirá informe vinculante en el que ratifique o corrija el valor de 

referencia cuando lo solicite la Administración Tributaria encargada de la aplicación de los tributos como 

consecuencia de las alegaciones y pruebas aportadas por los obligados tributarios. 

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o ratificando el valor de referencia, cuando lo solicite la 

Administración Tributaria encargada de la aplicación de los tributos, como consecuencia de la interposición 

de reclamaciones económico-administrativas. 

En los informes que emita la Dirección General del Catastro, el valor de referencia ratificado o corregido 

será motivado mediante la expresión de la resolución de la que traiga causa, así como de los módulos de 

valor medio, factores de minoración y demás elementos precisos para su determinación aprobados en 

dicha resolución.”. 

Es decir, en el ISD la base imponible será el valor de mercado del bien (minorado en el importe de las 

cargas y deudas deducibles), y, en el caso de bienes inmuebles, se tomará como tal el valor de referencia 

previsto en la normativa reguladora del catastro inmobiliario, salvo que el valor declarado por el sujeto 

pasivo sea superior, en cuyo caso se tomará este último. 

Y en el ITPyAJD, el artículo 10 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 

diciembre, señala lo siguiente: 

“1. La base imponible está constituida por el valor del bien transmitido o del derecho que se constituya o 

ceda. Únicamente serán deducibles las cargas que disminuyan el valor de los bienes, pero no las deudas 

aunque estén garantizadas con prenda o hipoteca. 

A efectos de este impuesto, salvo que resulte de aplicación alguna de las reglas contenidas en los 

apartados siguientes de este artículo o en los artículos siguientes, se considerará valor de los bienes y 

derechos su valor de mercado. No obstante, si el valor declarado por los interesados, el precio o 

contraprestación pactada o ambos son superiores al valor de mercado, la mayor de esas magnitudes se 

tomará como base imponible. 

Se entenderá por valor de mercado el precio más probable por el cual podría venderse, entre partes 

independientes, un bien libre de cargas. 

2. En el caso de los bienes inmuebles, su valor será el valor de referencia previsto en la normativa 

reguladora del catastro inmobiliario, a la fecha de devengo del impuesto. 
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No obstante, si el valor del bien inmueble declarado por los interesados, el precio o contraprestación 

pactada, o ambos son superiores a su valor de referencia, se tomará como base imponible la mayor de 

estas magnitudes. 

Cuando no exista valor de referencia o este no pueda ser certificado por la Dirección General del Catastro, 

la base imponible, sin perjuicio de la comprobación administrativa, será la mayor de las siguientes 

magnitudes: el valor declarado por los interesados, el precio o contraprestación pactada o el valor de 

mercado. 

3. El valor de referencia solo se podrá impugnar cuando se recurra la liquidación que en su caso realice la 

Administración Tributaria o con ocasión de la solicitud de rectificación de la autoliquidación, conforme a los 

procedimientos regulados en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

Cuando los obligados tributarios consideren que la determinación del valor de referencia ha perjudicado 

sus intereses legítimos, podrán solicitar la rectificación de la autoliquidación impugnando dicho valor de 

referencia. 

4. Cuando los obligados tributarios soliciten una rectificación de autoliquidación por estimar que la 

determinación del valor de referencia perjudica a sus intereses legítimos o cuando interpongan un recurso 

de reposición contra la liquidación que en su caso se le practique, impugnando dicho valor de referencia, 

la Administración Tributaria resolverá previo informe preceptivo y vinculante de la Dirección General del 

Catastro, que ratifique o corrija el citado valor, a la vista de la documentación aportada. 

La Dirección General del Catastro emitirá informe vinculante en el que ratifique o corrija el valor de 

referencia cuando lo solicite la Administración Tributaria encargada de la aplicación de los tributos como 

consecuencia de las alegaciones y pruebas aportadas por los obligados tributarios. 

Asimismo, emitirá informe preceptivo, corrigiendo o ratificando el valor de referencia, cuando lo solicite la 

Administración Tributaria encargada de la aplicación de los tributos, como consecuencia de la interposición 

de reclamaciones económico-administrativas. 

En los informes que emita la Dirección General del Catastro, el valor de referencia ratificado o corregido 

será motivado mediante la expresión de la resolución de la que traiga causa, así como de los módulos de 

valor medio, factores de minoración y demás elementos precisos para su determinación aprobados en 

dicha resolución. 

5. (…).”. 

De esta forma, en el ITPyAJD la base imponible también será el valor de mercado del bien (minorado en 

el importe de las cargas deducibles), y, en el caso de bienes inmuebles, se tomará como tal el valor de 

referencia previsto en la normativa reguladora del catastro inmobiliario, salvo que el valor declarado por el 

sujeto pasivo sea superior, en cuyo caso se tomará este último. 

Y en ambos impuestos (ISD y TPyAJD) la normativa contempla un procedimiento específico para la 

impugnación del valor de referencia, que solo podrá llevarse a cabo con motivo del recurso o reclamación 

que se interponga contra la liquidación tributaria o de la solicitud de la rectificación de la autoliquidación 

presentada. 

Sin embargo, en el IIVTNU, a efectos de la aplicación de la no sujeción al IIVTNU regulada en el artículo 

104.5 del TRLRHL o de la determinación de la base imponible del impuesto en el caso de que el sujeto 

pasivo alegue un incremento de valor inferior al determinado de acuerdo con las reglas del artículo 107 del 

TRLRHL, la normativa legal señala que como valor de transmisión se tomará el mayor entre el valor que 

conste en el título que documente tal transmisión y el comprobado, en su caso, por la Administración 

tributaria, sin mención alguna al valor de referencia del bien inmueble. 
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En el IIVTNU se estará al valor que conste en el título que documente la transmisión, y en el caso de que 

la Administración tributaria considere que dicho valor no corresponde con el valor de mercado (valor que 

se hubiera acordado entre partes independientes), bien, porque exista vinculación entre las partes, o por 

cualquier otra circunstancia, entonces, y previa comprobación, podrá determinar un valor diferente. 

Entonces, se tomará el mayor entre ambos valores (el del título y el comprobado). 

Tanto el artículo 104.5 como el artículo 110.4 del TRLRHL atribuyen a los ayuntamientos facultades de 

comprobación de los valores de adquisición y de transmisión declarados por el sujeto pasivo. 

Y en el marco de dichas facultades de comprobación, es el ayuntamiento o el órgano encargado de la 

gestión del impuesto quien puede considerar que el sujeto pasivo ha acreditado o no de forma suficiente 

la inexistencia de incremento de valor del terreno. 

La Administración tributaria local a los efectos de la comprobación del valor podrá utilizar cualquiera de los 

medios previstos en el artículo 57 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT), que 

dispone: 

“Artículo 57. Comprobación de valores. 

1. El valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos determinantes de la obligación tributaria 

podrá ser comprobado por la Administración tributaria mediante los siguientes medios: 

a) Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje que la ley de cada tributo señale. 

b) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal. 

Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplicación de los coeficientes multiplicadores que se 

determinen y publiquen por la Administración tributaria competente, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente, a los valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se tome como 

referencia a efectos de la valoración de cada tipo de bienes. Tratándose de bienes inmuebles, el registro 

oficial de carácter fiscal que se tomará como referencia a efectos de determinar los coeficientes 

multiplicadores para la valoración de dichos bienes será el Catastro Inmobiliario. 

c) Precios medios en el mercado. 

d) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros. 

e) Dictamen de peritos de la Administración. 

f) Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de seguros. 

g) Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en cumplimiento de lo previsto en la legislación 

hipotecaria. 

h) Precio o valor declarado correspondiente a otras transmisiones del mismo bien, teniendo en cuenta las 

circunstancias de éstas, realizadas dentro del plazo que reglamentariamente se establezca. 

i) Cualquier otro medio que se determine en la ley propia de cada tributo. 

2. La tasación pericial contradictoria podrá utilizarse para confirmar o corregir en cada caso las valoraciones 

resultantes de la aplicación de los medios del apartado 1 de este artículo. 

3. Las normas de cada tributo regularán la aplicación de los medios de comprobación señalados en el 

apartado 1 de este artículo. 
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4. La comprobación de valores deberá ser realizada por la Administración tributaria a través del 

procedimiento previsto en los artículos 134 y 135 de esta ley, cuando dicha comprobación sea el único 

objeto del procedimiento, o cuando se sustancie en el curso de otro procedimiento de los regulados en el 

título III, como una actuación concreta del mismo, y en todo caso será aplicable lo dispuesto en dichos 

artículos salvo el apartado 1 del artículo 134 de esta ley.”. 

Y dentro de los medios enumerados en el apartado 1 del artículo 57 de la LGT, se establece la referencia 

a valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal, disponiendo que, en el caso de bienes 

inmuebles, se estará a los valores determinados por el Catastro Inmobiliario. 

En consecuencia, y de acuerdo con el artículo 57.1.b) de la LGT, es posible que la Administración tributaria 

local pueda utilizar el valor de referencia del bien inmueble determinado en la normativa reguladora del 

Catastro Inmobiliario, como valor de transmisión del inmueble, pero en el procedimiento de comprobación 

incoado deberá justificar y motivar la utilización de este valor de referencia. 

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 89 

de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

 

El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por la Base de 

datos de consultas tributarias de la Dirección General de Tributos. 

Fuente: Sitio web del Ministerio de Hacienda 


